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Acción de tutela – Impugnación
Decide la Sala la impugnación interpuesta por la parte actora contra la sentencia de 15 de abril de 2010, proferida por la Sección Primera del Consejo de Estado, que denegó por improcedente la solicitud de tutela de la referencia.

I. Antecedentes

La ciudadana Martha Lucía Ramírez de Rincón, interpone acción de tutela con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales a elegir y ser elegida, el debido proceso y la defensa, presuntamente vulnerados por la Sección Quinta del Consejo de Estado al proferir la sentencia de 6 de julio de 2009, que declaró la nulidad de su elección como Senadora de la República para el periodo 2006-2010.

Los hechos fundamento de la solicitud de tutela, son los siguientes:

El Ciudadano Raúl Castillo Gutiérrez, inició demanda de nulidad electoral en contra de su designación como Senadora de la República, argumentando que dentro de los 6 meses anteriores a la elección, había celebrado contratos con BANCOLDEX bajo la modalidad de órdenes de servicio, en su condición de representante legal de RAMIREZ&OROZCO INTERNATIONAL STRATEGY CONSULTANTS LTDA., por lo que estaba incursa en la inhabilidad prevista en el numeral 3° del artículo 179 de la Constitución Política. La demanda fue admitida por la Sección Quinta del Consejo de Estado, posteriormente se abrió el proceso a pruebas denegándose algunas pedidas por la parte demandada, y mediante sentencia de 6 de julio de 2009, se declaró la nulidad de su elección.

Comenta que el proceso surtió trámite de acumulación con otros 19 procesos y que el Ministerio Público no conceptuó por razones de negligencia de la Agencia.

Agrega que sin razón aparente se dio valor probatorio a un documento que acreditaba que el 14 de junio de 2006 se había verificado la notificación de la Resolución 915 de 5 de junio de 2006 del Consejo Nacional Electoral, que contiene el ciclo completo de votaciones, escrutinios, declaración de elección y expedición de credenciales de Senadores de la República, documento aquel que no contenía destinatario alguno, ni respondía a petición de parte y se ignora la forma como llegó al expediente, por lo que su valoración condujo a error a la Sala para que sostuviera que no había caducidad de la acción, y constituye fraude procesal susceptible de investigación.

Precisa que no se celebraron órdenes de servicio ni ninguna otra forma contractual con BANCOLDEX, sino que se trató de unos eventos académicos sin ánimo de lucro por parte de la sociedad consultora que representaba, por lo que no hubo ningún aprovechamiento económico, sin embargo, la Sección Quinta dejó sentado en la providencia atacada, que no era necesario el mentado aprovechamiento para que se configurara la inhabilidad.

Aduce que el análisis del juez electoral se debe limitar al contenido del líbelo demandatorio; que fueron denegadas algunas pruebas solicitadas por la parte demandada esenciales para demostrar que los eventos académicos, fundamento de la causal de nulidad, no derivaron ninguna utilidad económica su favor y que los recursos de su campaña al Senado provenían de otras fuentes de ingresos.

Afirma que la Sección Quinta incurrió en defecto orgánico al proferir la sentencia materia de tutela, toda vez que actuó sin competencia, en virtud de que contaba con el término máximo de seis (6) meses para proferir sentencia, con base en el 264 de la Constitución Política, y como tardó dos (2) años y once (11) meses, la decisión se adoptó sin competencia alguna.

De otro lado, arguye que se presentan defectos fáctico y sustantivo, en tanto se determinó que no existió caducidad de la acción con base en una prueba inexistente en el proceso.

Del mismo modo, se interpretó erróneamente el concepto de contrato estatal, con relación a que el acto celebrado entre Ramírez Orozco International Strategy Consultants Ltda. y Bancoldex, fue de naturaleza privada y consensual, que se perfeccionó la tercera semana de agosto de 2005, por comunicación telefónica, por lo que se celebró fuera del término inhabilitante previsto en el numeral 3° del artículo 179 de la Constitución Política.

Aduce que según el fallador la inhabilidad se materializó con la orden de servicios No. 4492 de 30 de septiembre de 2005 emitida por Bancoldex a favor de Ramírez Orozco International Strategy Consultants Ltda. por valor de $10.103.400, desconociendo que la alianza reflejaba un interés concurrente de RyO y Bancoldex de informar a empresarios sobre el TLC y el apoyo financiero que el Banco podría ofrecer, y que la orden de servicios tenía por objeto legalizar el aporte por participación publicitaria que correspondía al Banco para actividades que habían concluido con anterioridad a su expedición. Aduce que el objeto social de RyO no era la prestación de servicios publicitarios.

Por otra parte, precisa que la Sección Quinta erró al determinar que Bancoldex es una entidad de naturaleza pública con régimen especial y que sus contratos no son estatales, toda vez que se según el Estatuto Financiero, las sociedades de economía mixta se rigen por el derecho privado; igualmente, que se dieron por probados elementos de un contrato estatal, sin estarlo. Concluye que teniendo en cuenta todas las circunstancias anotadas, no se encontraba configura la inhabilidad declarada.

Mediante escrito de adición, la actora solicita que sea tenida en cuenta la decisión proferida por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado en proceso radicado No. 2009-00708-00, en el cual se denegó la pérdida de su investidura como congresista, en el cual la Sala concluyó que no se encontraba probada la causal inhablitante de haber celebrado un negocio jurídico con Bancoldex y que, en todo caso, el contrato celebrado era de derecho privado y consensual.

II. OBJETO DE TUTELA

Solicita que se declare sin valor ni efectos la sentencia de 6 de julio de 2009, proferida por la Sección Quinta del Consejo de Estado, en el trámite del proceso radicado No. 4084.

III. LA SENTENCIA IMPUGNADA

La Sección Primera del Consejo de Estado, mediante sentencia de 15 de abril de 2010, denegó por improcedente la acción de tutela. Precisó que no se vulneraron los derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia y al debido proceso, en tanto no se pretermitieron instancias procesales u oportunidades que hubieran impedido el ejercicio de los derechos constitucionales y legales de la actora, ni se desconocieron las garantías para su defensa.

Concluyó que entrar a examinar los cargos propuestos contra la sentencia proferida por la Sección Quinta implicaría cuestionar la interpretación que del numeral 3° del artículo 179 de la Constitución Política y del elemento fáctico realizó dicha Sección, lo que vulneraría la autonomía que debe acompañar el ejercicio de la administración de justicia y el mandato del artículo 230 de la Constitución Política.

IV. LA IMPUGNACIÓN 

En profuso escrito, la parte actora impugna la decisión de instancia. En síntesis, manifiesta que la decisión se adoptó con base en consideraciones superficiales y excesivamente formales, que no garantizan sus derechos fundamentales. Reitera que está demostrado que en la relación de Ramírez y Orozco con Bancoldex, no se dieron las condiciones de una relación contractual dentro de los seis (6) meses anteriores a la elección, de manera que hubiera quedado incursa en causal de inhabilidad.

Finalmente, trascribe in extenso los motivos de inconformidad contenidos en el escrito introductorio de la demanda, y solicita que se deje sin efectos la sentencia de 6 de julio de 2009, que declaró la nulidad de su elección como Senadora de la República, en las elecciones celebradas el 12 de marzo de 2006.

Para resolver, se

V. CONSIDERA

Se pretende a través del presente medio constitucional infirmar la sentencia de 6 de julio de 2009, proferida por la Sección Quinta del Consejo de Estado, en el trámite del proceso electoral radicado No. 4084, que declaró la nulidad de la elección de la ciudadana Martha Lucía Ramírez de Rincón, como Senadora de la República.

En vista de lo anterior, es menester efectuar, en primer término, un recuento de la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

1. Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
El artículo 86 de la Carta Política establece la posibilidad de instaurar la acción de tutela para reclamar ante los jueces mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública y, según lo dispuesto en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, este mecanismo sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, a menos que la referida acción se utilice como un instrumento transitorio en aras de evitar un perjuicio irremediable, el cual deberá probarse.
Asimismo, ha sido copiosa la jurisprudencia de la Corte Constitucional en manifestar que las acciones de tutela contra providencias judiciales son improcedentes cuando el demandante tenga a su alcance otro medio de defensa judicial o cuando teniéndolo no lo haya utilizado.
Por ello es preciso advertir que la acción de tutela no tiene por objeto revivir términos judiciales expirados, ni constituye una instancia más dentro de un proceso ordinario, máxime cuando la persona afectada ha tenido a su disposición los recursos de ley y ha agotado las instancias existentes.
Tratándose de tutela contra providencia judicial, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de la Corporación viene afirmando su improcedencia
 fundada tanto en la declaratoria de inexequibilidad que de los artículos 11 y 40 del Decreto No. 2591 de 1991 hiciera la Corte Constitucional en sentencia C - 543 del 1º de octubre de 1992, como en el hecho de que la existencia de una providencia, presupone que quien intenta la acción, ya hizo uso del medio de defensa judicial ordinario o especial con el que contaba y en el cual dispuso de recursos e incidentes a través de los cuales pudo hacer valer sus derechos. 

Ha dicho la Sala que de aceptar la procedencia podrían quebrantarse pilares fundamentales del Estado Social de Derecho, como la cosa juzgada de las sentencias, el principio de la seguridad jurídica y hasta se correría el riesgo de incurrir en usurpación de jurisdicción y desnaturalizar la institución de la tutela.
Los anteriores argumentos son compartidos en su integridad por esta Subsección. No obstante, es aceptable acudir mediante acción de tutela para controvertir una providencia judicial, cuando con ella se haya vulnerado el derecho constitucional fundamental de acceso a la administración de justicia, caso en el cual se podrían tutelar los derechos vulnerados siempre que aparezca clara su trasgresión.

Dicha posición es procedente en tanto los pilares que se pretenden proteger con la improcedencia de la tutela en el caso de providencias judiciales, no han sido afectados por no haber sido adelantado el proceso, caso en el cual no es posible hablar de cosa juzgada, seguridad jurídica, etc. 

En atención a lo expuesto, estima la Sala necesario precisar que la procedencia de la acción de tutela, en estos particulares casos, resulta viable sólo si los alegatos de la demanda se encuentran sustentados en la violación de derechos fundamentales constitucionales relacionados con el debido proceso y el derecho de defensa (art. 29) o con el acceso a la administración de justicia (art. 238), por tratarse precisamente de garantías esenciales de un proceso de tal naturaleza.

2. El caso concreto
Según se dejó visto, la actora pretende que se deje sin efectos la sentencia de 6 de julio de 2009, emitida por la Sección Quinta del Consejo de Estado que declaró la nulidad de su elección como Senadora de la República para el periodo 2006-2010.

Los motivos de censura pueden sintetizarse en (i) la pérdida de la competencia de la Sección demandada para proferir el fallo, en tanto superó el término determinado por la ley para el efecto, (ii) la falta de concepto del Ministerio Público, (iii) el error en la valoración probatoria, y por ende en la contabilización del término de caducidad de la acción, (iv) la indebida interpretación del contrato estatal y, por último, (v) la contrariedad de la decisión materia de tutela con aquella proferida por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado posteriormente, que denegó la pérdida de su investidura como Congresista.

La Sección Primera del Consejo de Estado, al desatar en primera instancia la acción de tutela sub lite, denegó por improcedente el amparo solicitado, toda vez que con la decisión controvertida no se impidió el acceso a la administración de justicia de la solicitante, y porque efectuar algún análisis de los cargos propuestos, sería cuestionar la interpretación efectuada por la Sección Quinta frente a la normativa aplicable y el elemento fáctico del proceso, lo que va en contravía de la autonomía con que cuenta el operador jurídico otorgada por la Constitución Política.

La Sala concuerda con el análisis efectuado por el a quo.

En efecto, vistas las circunstancias del caso concreto, es evidente dicha improcedencia, por cuanto se adelantó un proceso con observancia de la totalidad de sus etapas, en el que finalmente el Consejo de Estado – Sección Quinta, como Tribunal de cierre de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, dictó sentencia conforme a los elementos fácticos, jurídicos y probatorios proporcionados, efectuando un análisis del material probatorio recaudado, con desarrollo de todas las etapas procesales consagradas por el ordenamiento jurídico, donde la tutelante, entonces accionada, pudo ejercer su derecho de contradicción en legal forma.

Los procedimientos adelantados, no pueden ser revividos a través de la tutela, por cuanto no puede convertirse la sede constitucional en una instancia adicional no consagrada por el ordenamiento jurídico, para estudiar los argumentos del juez natural, dictaminados en razón a lo probado dentro de ese proceso y bajo unas consideraciones que le sirvieron de soporte.
Lo que se observa en el presente caso, es una abierta disconformidad de la tutelante frente al análisis desarrollado por la Sección accionada, hecho que para esta Sala de Decisión no puede enmarcarse en una actuación judicial de hecho, frente a la que proceda la acción de tutela, porque además de las consideraciones previamente esbozadas, es claro que se pretende hacer valer como precedente judicial, una decisión posterior dentro de un proceso de diferente naturaleza que en nada invalida el análisis efectuado por el juez natural de la acción electoral.
Así las cosas, no se encuentra que se haya impedido el acceso a la administración de justicia o el derecho de defensa de la solicitante, lo que pone de presente que el proceso electoral se adelantó con observancia del debido proceso, circunstancias que de conformidad con el decantado criterio de esta Sala de Decisión, impone la improcedencia de la acción de tutela. Sin embargo, como la sentencia de instancia denegó la acción, se modificará para disponer su rechazo, por cuanto se encuentra configurada una de las causales del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, que establece la improcedencia en el trámite y decisión del amparo constitucional formulado por la peticionaria, como lo es la utilización y existencia de otros medios de defensa judiciales.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “A” administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
VI. FALLA

MODIFÍCASE la sentencia de 15 de abril de 2010, proferida por la Sección Primera del Consejo de Estado que denegó la solicitud de tutela en el sentido de RECHAZARLA por improcedente.
Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Cópiese, notifíquese y cúmplase.

La anterior providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de la fecha. 

GUSTAVO GÓMEZ ARANGUREN

ALFONSO VARGAS RINCÓN

LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO  
� Sentencia del 29 de marzo de 2007, Exp. No. 00859-01, Sala Plena del Consejo de Estado.





